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Sumilla:       “(…) para determinar la adulteración de un 

documento, resulta relevante valorar la 
declaración efectuada por el supuesto 
órgano o agente emisor y suscriptor del 
documento cuestionado, manifestando 
haberlo expedido o suscrito en condiciones 
distintas a las expresadas en el documento 
objeto de análisis.”  

 
         Lima, 13 de setiembre de 2024. 

 
VISTO en sesión del 13 de setiembre de 2024, de la Quinta Sala del Tribunal 

de Contrataciones del Estado el Expediente N° 5281/2019.TCE, sobre el 
procedimiento administrativo sancionador generado contra el CONCORCIO 
IBERCONTROL PERÚ SAC – KSTORAGE S.R.L., integrado por las empresas 
IBERCONTROL PERÚ S.A.C. y KSTORAGE S.R.L., por su presunta responsabilidad 
al haber presentado documentación falsa o adulterada e información inexacta 
ante la Entidad, en el marco de la Adjudicación Simplificada Nº AS-SM-10-2019-
OSIPTEL- Segunda Convocatoria, efectuada por el ORGANISMO SUPERVISOR DE 
INVERSIÓN PRIVADA EN TELECOMUNICACIONES – OSIPTEL, y atendiendo a lo 
siguiente; 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1. Según la información registrada en el Sistema Electrónico de Contrataciones del 

Estado – SEACE1, el 24 de setiembre de 2019, el ORGANISMO SUPERVISOR DE 
INVERSIÓN PRIVADA EN TELECOMUNICACIONES-OSIPTEL, en lo sucesivo la 
Entidad, convocó la Adjudicación Simplificada N° 0010-2019/OSIPTEL – Segunda 
Convocatoria, para la “Contratación del servicio de soporte y mantenimiento de 
la solución de respaldo de información"; con un valor estimado de S/ 65,873.50 
(sesenta y cinco mil ochocientos setenta y tres con 50/100 soles), en lo sucesivo 
el procedimiento de selección. 
 
Dicho procedimiento de selección se realizó durante la vigencia del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 082-2019-EF, en adelante el TUO de la Ley, y su 
Reglamento, aprobado por el Decreto Supremo N° 344-2018-EF, y sus 
respectivas modificatorias, en adelante el Reglamento. 

                                                 
1   Obrante a folio 192 del expediente administrativo en formato PDF. 
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De acuerdo al cronograma de selección, el 4 de octubre de 2019, se realizó la 
presentación de ofertas electrónicas, y el 10 del mismo mes y año se publicó en 
el SEACE el otorgamiento de la buena pro del procedimiento de selección a favor 
del CONCORCIO IBERCONTROL PERÚ SAC – KSTORAGE S.R.L., integrado por las 
empresas IBERCONTROL PERÚ S.A.C. (con R.U.C. N° 20544769228) y KSTORAGE 
S.R.L. (con R.U.C. N° 20519236771), en adelante el Consorcio; por el valor de su 
oferta económica ascendente de S/ 55,000.00 (cincuenta y cinco mil con 00/100 
soles).  
 
El 29 de octubre de 2019 la Entidad y el Consorcio perfeccionaron la relación 
contractual con la suscripción del Contrato N° 067-2019/OSIPTEL por el monto 
adjudicado, en lo sucesivo, el Contrato. 
 

2. Mediante Escrito N° C.02298-GAF/20192 y Formulario de Solicitud de Aplicación 
de Sanción – Entidad/Tercero3, presentados el 31 de diciembre de 2019 ante la 
Mesa de Partes del Tribunal de Contrataciones del Estado, en adelante el 
Tribunal, la Entidad puso de conocimiento que el Consorcio habría presentado, 
como parte de su oferta, supuesta documentación falsa o adulterada y/o con 
información inexacta, para lo cual adjuntó entre otros el Informe N° 00501-
GAF/LOG/2019 del 6 de diciembre de 20194 y el Informe N° 00284-GAL/2019 del 
16 de diciembre de 20195, en los cuales señaló lo siguiente: 
 
- Refiere que en marco  al principio de privilegio de controles posteriores se 

realizó la fiscalización a la oferta presentada por el ganador de la buena pro 
de la Adjudicación Simplificada N° 0010-2019/OSIPTEL-2, obteniéndose 
como resultado del mismo el quebrantamiento del principio de presunción 
de veracidad.  
 

- Ello debido a que mediante Escrito N° C.00658-GAF/LOG/2019 de fecha 12 
de noviembre de 2019, se solicitó a la señora Juana Verónica Valdivia 
Ramírez la verificación de la autenticidad y veracidad de la “Traducción 
Certificada TC 029-2015”, la cual figura realizada con fecha 17 de octubre de 
2015 a nombre de José Manuel Farfán Ríos – Documento EMC Proven 
Professional EMCSA Storage Administrador Backup Recovery – NetWorker 
Specialist Version 5.0. 

                                                 
2
    Obrante a folios 2 del expediente administrativo en formato PDF. 

3 
 Obrante a folios 3 al 4 del expediente administrativo en formato PDF. 

4
  Obrante a folios 157 al 177 del expediente administrativo en formato PDF. 

5
  Obrante a folios 178 al 183 del expediente administrativo en formato PDF. 
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- En atención a ello, a través del Documento S/N (27160-2019-correo 

electrónico) con fecha de recibido 18 de noviembre de 2019, la traductora 
Juana Verónica Valdivia Ramírez señaló lo siguiente: “La traducción 
certificada 029-2015 ha sido realizada por la suscrita para el Sr. Edgar 
Palomino y Fernando Vega. No tengo en registro la traducción realizada por 
el Sr. José Manuel Farfán Ríos”. 

 
- Asimismo, mediante Escrito N° C.00716-GAF/LOG/2019 de fecha 19 de 

noviembre de 2019, se corrió traslado de la documentación al Consorcio a 
efectos que realice sus descargos, el mismo que fue realizado a través del 
Documento s/n (28363-2019)  en el cual aquel, manifestó lo siguiente; “(…) 
Por error que aceptamos, lamentablemente se consignó la traducción de otro 
especialista Edgar Palomino, que laboró en nuestra empresa en la misma 
época y cuyo número de traducción de documento es el 029-2015 que fue 
adjuntado al mismo. (…)”. 

 
- Al respecto, señala que el Consorcio es responsable de la documentación 

presentada en su oferta, más aún cuando aquel suscribió la Declaración 
Jurada N° 02,  en el cual se responsabiliza de la veracidad de los mismos. Y si 
bien este atribuyó la presentación de dicho documento a un “error” esto no 
lo exonera de la responsabilidad administrativa en la que hubiere incurrido. 

 
- En ese sentido, se advierten indicios de presentación de documentación 

falsa o adulterada y/o información inexacta por parte del Consorcio. 
 

- Agrega que el daño causado en los casos de presentación de documentación 
falsa o adulterada se evidencia con la sola presentación de los mismos, pues 
su realización conlleva a un menoscabo o detrimento a los fines de la 
Entidad, afectando además la transparencia exigible a toda actuación que se 
realiza en el ámbito de la contratación pública. 

 
- Asimismo señala que el documento cuestionado fue presentado por el 

Consorcio para acreditar los requisitos de calificación solicitados en las bases 
integradas, por lo que dicho documento le representó para el Consorcio una 
ventaja que le permitió no solo que su oferta fuera calificada sino inclusive 
perfeccionar contrato con la Entidad. 
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3. Con Decreto 4051646 del 9 de noviembre de 2020, se dispuso el inicio del 
procedimiento administrativo sancionador contra los integrantes del Consorcio, 
por su presunta responsabilidad al haber presentado, como parte de su oferta, 
supuesta documentación falsa o adulterada y/o con información inexacta, 
infracciones tipificadas en los literales i) y j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la 
Ley. Siendo la documentación cuestionada la siguiente: 
 
Documento presuntamente falso o adulterado y/o con información inexacta: 
 

 Traducción Certificada T.C. 029-2015 del 17 de octubre de 2015, 
presuntamente realizada y suscrita por la Traductora Colegiada Lic. Juana 
Verónica Valdivia Ramírez, a favor del señor José Manuel Farfán Ríos - 
Documento EMC Proven Professional EMCSA Storage Administrador Backup 
Recovery – Networker Specialist Version 5.0. 
 

Documento con presunta información inexacta: 
 

 Anexo N° 2 – Declaración Jurada del Proveedor del 2 de octubre de 2019, 
suscrita por el representante común del Consorcio, en la que se declara ser 
responsable de la veracidad de los documentos e información que presenta 
en el presente proceso. 

 
En virtud de ello, se otorgó a los integrantes del Consorcio el plazo de diez (10) 
días hábiles para que formulen sus descargos, bajo apercibimiento de resolver el 
procedimiento con la documentación obrante en el expediente. 
 

4. Con Decreto del 30 de mayo de 2023, se dispuso notificar nuevamente a la 
Entidad y a los integrantes del Consorcio, el Decreto que dispuso el inicio del 
procedimiento administrativo sancionador, ya que por error se registró en la 
plataforma del SITCE un archivo PDF distinto al archivo PDF del expediente. 
 

5. Mediante Decreto 5343477 del 15 de enero de 2024, se dispuso notificar al 
integrante del Consorcio KSTORAGE S.R.L. vía publicación en el Boletín Oficial del 
Diario Oficial “El Peruano” al ignorarse su domicilio cierto. 

 
6. Por Decreto 5487338 del 17 de mayo de 2024, se dispuso hacer efectivo el 

apercibimiento de resolver con la documentación obrante en autos, debido a 

                                                 
6
  Obrante a folios 184 al 189 del expediente administrativo en formato PDF. 

7 
 Obrante a folios 222 al 224 del expediente administrativo en formato PDF. 

8
  Obrante a folios 241 al 243 del expediente administrativo en formato PDF. 
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que los integrantes del Consorcio no se apersonaron al procedimiento ni 
presentaron sus descargos, a pesar de haber sido notificados, conforme a lo 
siguiente: 

 

Notificación IBERCONTROL PERU S.A.C. 

  
Notificación KSTORAGE S.R.L. 
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Asimismo, se remitió el expediente a la Sexta Sala del Tribunal para que resuelva, 
siendo recibido el 20 de mayo de 2024. 

 
7. Mediante Decreto del 12 de julio de 2024 en atención a lo señalado en la 

Resolución N° 000103-2024-OSCE/PRE el cual formaliza el Acuerdo de Consejo 
Directivo que aprueba la reconformación de Salas del Tribunal, se remitió el 
expediente a la Quinta Sala del Tribunal, siendo recibido por la Vocal ponente el 
mismo día mes y año. 
 

8. Con Decreto del 25 de julio de 2024, a fin de contar con mayores elementos de 
juicio para resolver, este Colegiado requirió a la señora Juana Verónica Valdivia 
Ramírez, la siguiente información: 

 
“(…) 

- Sírvase informar si emitió y suscribió la Traducción Certificada T.C. 029-2015 
del 17 de octubre de 2015 a favor del señor José Manuel Farfán Ríos – 
Documento EMC Proven Profesional EMCSA Storage Administrador Backup 
Recovery – Networker Specialist Version 5.0. Asimismo precise si la información 
contenida en dicho documento es concordante con la realidad en todos sus 
extremos.  
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(Se adjunta copia del referido documento para su verificación) 

 
(…)”  

 
9. El 2 de agosto de 2024, a través del Escrito S/N la señora Juana Verónica Valdivia 

Ramírez, atiende el requerimiento de información formulado con Decreto del 25 
de julio de 2024.   

 
II. FUNDAMENTACIÓN: 

 
1. Es materia del presente procedimiento administrativo sancionador determinar si 

existe responsabilidad de los integrantes del Consorcio por haber presentado a la 
Entidad supuesta documentación falsa o adulterada e información inexacta, en el 
marco de la contratación derivada del procedimiento de selección; infracciones 
tipificadas en los literales j) e i) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, 
normativa vigente al momento de suscitarse los hechos imputados. 

 
Naturaleza de las infracciones. 

 
2. El literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 DEL TUO de la Ley, establece que los 

proveedores, participantes, postores o contratistas, incurren en infracción 
susceptible de sanción cuando presentan documentos falsos o adulterados a las 
Entidades, al Tribunal de Contrataciones del Estado, al Registro Nacional de 
Proveedores (RNP), al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado 
(OSCE) o a la Central de Compras Públicas – Perú Compras. 
 
Por su parte, el literal i) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley, 
establece que incurren en infracción administrativa los proveedores, 
participantes, postores o contratistas que presenten información inexacta a las 
Entidades, al Tribunal, al Registro Nacional de Proveedores (RNP), al OSCE o a 
Perú Compras, siempre que dicha inexactitud esté relacionada con el 
cumplimiento de un requerimiento, factor de evaluación o requisito que le 
presente una ventaja o beneficio en el procedimiento de selección o en la 
ejecución contractual. 

 
3. Sobre el particular, es importante recordar que uno de los principios que rige la 

potestad sancionadora de este Tribunal es el de tipicidad, previsto en el numeral 
4 del artículo 248 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, Ley N° 27444, en adelante el TUO de la LPAG, en virtud 
del cual solo constituyen conductas sancionables administrativamente las 
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infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su 
tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. 

 
Por tanto, se entiende que dicho principio exige al órgano que detenta la 
potestad sancionadora, en este caso al Tribunal, que analice y verifique si en el 
caso concreto se ha configurado el supuesto de hecho previsto en el tipo 
infractor que se imputa a determinado administrado, es decir —para efectos de 
determinar responsabilidad administrativa — la Administración debe crearse 
convicción de que, en el caso concreto, el administrado que es sujeto del 
procedimiento administrativo sancionador ha realizado la conducta 
expresamente prevista como infracción administrativa. 

 
4. Atendiendo a ello, en el presente caso corresponde verificar —en principio— que 

los documentos cuestionados (falsos o adulterados o con información inexacta) 
hayan sido efectivamente presentados ante la Entidad convocante/contratante 
(en el marco de un procedimiento de contratación pública), ante el RNP, ante el 
Tribunal, el OSCE o a Perú Compras. 

 
Adicionalmente, al amparo del principio de verdad material consagrado en el 
numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, que 
impone a la autoridad administrativa el deber de adoptar todas las medidas 
probatorias necesarias autorizadas por ley, al margen que no hayan sido 
propuestas por los administrados o estos hayan acordado eximirse de ellas, el 
Tribunal tiene la potestad de recurrir a otras fuentes de información que le 
permitan corroborar y crear certeza de la presentación de la documentación 
cuestionada. Entre estas fuentes está comprendida la información registrada en 
el SEACE, así como la que pueda ser recabada de otras bases de datos y portales 
web que contengan información relevante. 

 
5. Una vez verificado dicho supuesto, y a efectos de determinar la configuración de 

cada una de dichas infracciones, corresponde evaluar si se ha acreditado la 
falsedad o adulteración o la información inexacta contenida en la documentación 
presentada; ello en salvaguarda del principio de presunción de veracidad, que 
tutela toda actuación en el marco de las contrataciones estatales, y que, a su vez, 
integra el bien jurídico tutelado de la fe pública. 

 
Ello encuentra sustento, además, toda vez que en el caso de un posible beneficio 
derivado de la presentación de un documento falso o adulterado o con 
información inexacta, que no haya sido detectado en su momento, éste será 
aprovechable directamente, en sus actuaciones en el marco de las 
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contrataciones estatales, por el proveedor, participante, postor o contratista 
que, conforme lo dispone el párrafo inicial del numeral 50.1 del artículo 50 de la 
Ley, son los sujetos pasibles de responsabilidad administrativa en dicho ámbito, 
ya sea que el agente haya actuado de forma directa o a través de un 
representante, consecuentemente, resulta razonable que sea también este el 
que soporte los efectos de un potencial perjuicio, en caso se detecte que la 
documentación es falsa o adulterada, o que contiene efectivamente información 
inexacta. 

 
En ese orden de ideas, para demostrar la configuración de los supuestos de 
hecho de falsedad o adulteración del documento cuestionado, conforme ha sido 
expresado en reiterados y uniformes pronunciamientos de este Tribunal, se 
requiere acreditar que éste no haya sido expedido o suscrito por su supuesto 
emisor, o que, siendo válidamente expedido o suscrito, haya sido adulterado en 
su contenido. 

 
Por su parte, la información inexacta supone un contenido que no es 
concordante o congruente con la realidad, lo que constituye una forma de 
falseamiento de la misma. Además, para la configuración del tipo infractor, es 
decir, aquel referido a la presentación de información inexacta, en el caso de las 
Entidades, debe acreditarse que la inexactitud se encuentre relacionada con el 
cumplimiento de un requerimiento, factor de evaluación o requisitos que le 
represente una ventaja o beneficio en el procedimiento de selección o en la 
ejecución contractual; independientemente que ello se logre, lo que se 
encuentra en concordancia con los criterios de interpretación que han sido 
recogidos en el Acuerdo de Sala Plena N° 02/2018, publicado en el Diario Oficial 
El Peruano el 2 de junio de 2018.  

 
6. En cualquier caso, la presentación de un documento falso o adulterado o con 

información inexacta supone el quebrantamiento del principio de presunción de 
veracidad, de conformidad con lo establecido en el numeral 1.7 del artículo IV 
del Título Preliminar del TUO de la LPAG, presunción por la cual, en la 
tramitación del procedimiento administrativo, la administración presume que los 
documentos y declaraciones formuladas por los administrados, responden a la 
verdad de los hechos que ellos afirman, salvo prueba en contrario. 

 
7. Cabe precisar que el tipo infractor se sustenta en el incumplimiento de un deber 

que, en el presente caso, se encuentra regulado por el numeral 4 del artículo 67 
del TUO de la LPAG, norma que expresamente establece que los administrados 
tienen el deber de comprobar, previamente a su presentación ante la Entidad, la 
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autenticidad de la documentación sucedánea y de cualquier otra información 
que se ampare en la presunción de veracidad. 

 
Como correlato de dicho deber, el numeral 51.1 del artículo 51 del TUO de la 
LPAG, además de reiterar la observancia del principio de presunción de 
veracidad, dispone que la administración presume verificados todas las 
declaraciones juradas, los documentos sucedáneos presentados y la información 
incluida en los escritos y formularios que presenten los administrados para la 
realización de procedimientos administrativos, por quien hace uso de ellos. 

 
Sin embargo, conforme al propio numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar 
del TUO de la LPAG, la presunción de veracidad admite prueba en contrario, en la 
medida que es atribución de la Administración Pública verificar la documentación 
presentada. Dicha atribución está reconocida en el numeral 1.16 del mismo 
artículo, cuando, en relación con el principio de privilegio de controles 
posteriores, dispone que la autoridad administrativa se reserva el derecho de 
comprobar la veracidad de la documentación presentada.  
 
Configuración de las infracciones. 
 

8. En el caso materia de análisis, se imputa a los integrantes del Consorcio haber 
presentado ante la Entidad, como parte de su oferta, documentación falsa o 
adulterada y/o con información inexacta, consistente en los siguientes 
documentos: 

 
Documento supuestamente falso o adulterado y/o con información inexacta: 
 

i) Traducción Certificada T.C. 029-2015 del 17 de octubre de 2015, 
presuntamente realizada y suscrita por la Traductora Colegiada Lic. Juana 
Verónica Valdivia Ramírez, a favor del señor José Manuel Farfán Ríos - 
Documento EMC Proven Professional EMCSA Storage Administrador Backup 
Recovery – Networker Specialist Version 5.09. 
 

Documento con supuesta información inexacta:  
 

ii) Anexo N° 2 – Declaración Jurada del Proveedor del 2 de octubre de 2019, 
suscrita por el representante común del Consorcio, en la que se declara ser 

                                                 
9 

 Obrante a folios 139 al 140 del expediente administrativo en formato PDF. 
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responsable de la veracidad de los documentos e información que presenta 
en el presente proceso10. 

 
9. Conforme a lo señalado en los párrafos que anteceden, a efectos de determinar 

la configuración de las infracciones materia de análisis, debe verificarse la 
concurrencia de dos circunstancias: i) la presentación efectiva de la 
documentación cuestionada ante la Entidad; y ii) la falsedad, adulteración o 
inexactitud de la documentación presentada; en este último caso, siempre que 
esté relacionada con el cumplimiento de un requerimiento o factor de 
evaluación que le represente una ventaja o beneficio en el procedimiento de 
selección o en la ejecución del contrato. 

 
10. Sobre el particular, de la documentación obrante en el expediente, fluye que los 

documentos cuestionados fueron presentados por el Consorcio ante la Entidad el 
4 de octubre de 2019, como parte de su oferta11 [obrante a folios 81 y 139 al 140 
del expediente administrativo sancionador y a folios 12, y 70 al 71 de la oferta]. 

 
Asimismo, a fin de acreditar la presentación de la oferta en el marco del 
procedimiento de selección, se adjunta el reporte de presentación de ofertas 
obtenido de la Ficha SEACE del procedimiento de selección, donde se advierte 
que la oferta fue presentada por el Consorcio el 4 de octubre de 2019 a las 
18:28:00 horas de manera electrónica, según se advierte en la siguiente imagen: 
 

 
 
11. En ese sentido, habiéndose acreditado la presentación de la documentación 

cuestionada, resta determinar si existen en el expediente suficientes elementos 
de juicio y medios probatorios que permitan generar certeza respecto del 

                                                 
10 

 Obrante a folio 81 del expediente administrativo en formato PDF. 
11

  https://prod2.seace.gob.pe/seacebus-uiwd-
pub/fichaSeleccion/fichaListaPresentacionExpInteresOfertasProcedimiento.xhtml 

https://prod2.seace.gob.pe/seacebus-uiwd-pub/fichaSeleccion/fichaListaPresentacionExpInteresOfertasProcedimiento.xhtml
https://prod2.seace.gob.pe/seacebus-uiwd-pub/fichaSeleccion/fichaListaPresentacionExpInteresOfertasProcedimiento.xhtml
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quebrantamiento del principio de presunción de veracidad del que se 
encuentran premunidos dichos documentos. 

 
Sobre la supuesta falsedad, adulteración y/o información inexacta. 

 
12. Sobre el particular, se cuestiona la veracidad del siguiente documento:  

 
- Traducción Certificada T.C. 029-2015 del 17 de octubre de 2015, 

presuntamente realizada y suscrita por la Traductora Colegiada Lic. Juana 
Verónica Valdivia Ramírez, a favor del señor José Manuel Farfán Ríos - 
Documento EMC Proven Professional EMCSA Storage Administrador Backup 
Recovery – Networker Specialist Version 5.0. 
 

Documento con supuesta información inexacta 
 
- Anexo N° 2 – Declaración Jurada del Proveedor del 2 de octubre de 2019, 

suscrita por el representante común del Consorcio, en la que se declara ser 
responsable de la veracidad de los documentos e información que presenta 
en el presente proceso12. 

 
Respecto a la falsedad, adulteración y/o información inexacta de la Traducción 
Certificada T.C. 029-2015 
 

13. En el presente apartado el documento cuestionado materia de análisis es la  
Traducción Certificada T.C. 029-2015 del 17 de octubre de 2015, presuntamente 
realizado y suscrito por la Traductora Colegiada Lic. Juana Verónica Valdivia 
Ramírez, a favor del señor José Manuel Farfán Ríos - Documento EMC Proven 
Professional EMCSA Storage Administrador Backup Recovery – Networker 
Specialist Version 5.013. 

 
Para mejor ilustración, se reproduce a continuación parte del referido 
documento: 
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 Obrante a folio 81 del expediente administrativo en formato PDF. 
13 

 Obrante a folios 139 al 140 del expediente administrativo en formato PDF. 
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14. Sobre el particular, en el marco del principio de privilegio de controles 

posteriores, mediante Escrito N° C.00658-GAF/LOG/201914 del 12 de noviembre 
de 2019, la Entidad solicitó a la señora Juana Verónica Valdivia Ramírez confirmar 
la veracidad y exactitud de la “Traducción Certificada TC 029-2015”, realizada el 
17 de octubre de 2015 a nombre de José Manuel Farfán Ríos – Documento EMC 
Proven Professional EMCSA Storage Administrador Backup Recovery – 
NetWorker Specialist Version 5.0. 
 

15. Al respecto, en atención al requerimiento formulado por la Entidad, la traductora 
Juana Verónica Valdivia a través del correo electrónico del 18 de noviembre de 
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  Obrante a folios 163 del expediente administrativo sancionador en formato PDF 
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201915, [recibido por la Entidad en la misma fecha], remitió el Documento S/N 
del 15 de noviembre de 201916, en el cual señaló expresamente lo siguiente: 

 
“(…)  
 
En atención a su solicitud, debo indicar lo siguiente: 
 
La traducción certificada 029-2015 ha sido realizada por la suscrita para el Sr. 
Edgar Palomino y Fernando Vega.  
 
No tengo en registro la traducción realizada por el Sr. José Manuel Farfán Ríos. 
 
(…)” 
 

Para mayor abundamiento, se reproduce el referido documento a continuación:  
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   Obrante a folios 170 del expediente administrativo sancionador en formato PDF.  
16

  Obrante a folios 171 del expediente administrativo sancionador en formato PDF.  
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16. Al respecto, cabe precisar que, la señora Juana Verónica Valdivia Ramírez 
[supuesta emisora y suscriptora] señala que dicha traducción con código 029-
2015 fue realizado para una persona distinta de aquella mencionada en el 
documento materia de análisis.  
 

17. Sobre el particular, a fin de contar con mayores elementos de juicio, este 
Colegiado mediante Decreto del 25 de julio de 2024, solicitó a la señora Juana 
Verónica Valdivia Ramírez, informe si emitió y suscribió la Traducción Certificada 
T.C. 029-2015 del 17 de octubre de 2015 [documento objeto de 
cuestionamiento], y precise si la información contenida en el mismo es 
concordante con la realidad en todos sus extremos.  

 
18. En atención a lo requerido, el 2 de agosto de 2024 a través del Escrito S/N la 

señora Juana Verónica Valdivia Ramírez, manifestó expresamente lo siguiente:  
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“(…) 

 
En atención a su requerimiento indico que la T.C. 029-2015  fue una traducción 
certificada del inglés español realizada el 16 de octubre de 2015 a favor del 
señor Fernando Vega.  
 
(…)”  

 
Se reproduce el mencionado documento, para mayor análisis.  
 

 
 



 

 

  

 

        Tribunal de Contrataciones del Estado 
         Resolución Nº 03149-2024-TCE-S5 

 

Página 18 de 33 

19. Sobre lo expuesto, conforme a la información remitida por la señora Juana 
Valdivia Ramírez [supuesta emisora y suscriptora] respecto a la Traducción 
Certificada TC 029-2015, se advierte que difiere de la información contenida en 
el documento cuestionado [presentada por el Consorcio], en los siguientes 
extremos: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
20. En relación a ello, es pertinente traer a colación lo señalado por el Consorciado 

en atención al traslado realizado por la Entidad mediante Escrito N° C.00716-
GAF/LOG/201917 del 19 de noviembre de 2019, para que en marco a la 
fiscalización posterior efectúe sus respectivos descargos, quien a través del 
Documento S/N18  del 22 de noviembre de 2019 manifestó expresamente, lo 
siguiente:  
 

“(…)  
 
Por error que aceptamos, lamentablemente se consignó la traducción de otro 
especialista Edgar Palomino, que laboró en nuestra empresa en la misma época y 
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  Obrante a folios 172 del expediente administrativo sancionador en formato PDF.  
18

  Obrante a folios 175 del expediente administrativo sancionador en formato PDF.  

Información remitida por la señora Juana 
Valdivia Ramírez 

Información contenida en el documentos 
presentado por el Consorcio 

La traducción fue realizada a favor del 
señor FERNANDO VEGA 
 

La traducción fue realizada a favor del señor 
JOSE MANUEL FARFAN RIOS 

 
Traducción remitida por la señora Juana 
Valdivia Ramirez 

 
Traducción presentada por el Consorcio 
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cuyo número de traducción de documento es el 029-2015 que fue adjuntado al 
mismo. 
 
(…) 

 
21. Sobre lo expuesto se tiene que el Consorcio en atención a la solicitud de 

presentación de descargos efectuado por la Entidad, precisó que la Traducción 
029-2015 corresponde al especialista Edgar Palomino y que por error fue 
adjuntado a la oferta, es decir reconoce que la traducción corresponde a una 
persona distinta a la mencionada en el documento presentado en su oferta [T.C 
029-2015] 

 
22. En ese sentido, es menester recordar que un documento adulterado es aquel 

que, siendo válidamente expedido o suscrito, posteriormente es modificado en 
su contenido. 

 
Asimismo, resulta pertinente traer a colación que conforme a reiterados y 
uniformes pronunciamientos el Tribunal ha sostenido que, para determinar la 
adulteración de un documento, resulta relevante valorar la declaración 
efectuada por el supuesto órgano o agente emisor y suscriptor del documento 
cuestionado, manifestando haberlo expedido o suscrito en condiciones distintas 
a las expresadas en el documento objeto de análisis. 

 
23. Sobre el particular, en el caso concreto se tiene que si bien la señora Juana 

Verónica Valdivia Ramírez [emisora y suscriptora del documento materia de 
análisis], no ha negado la emisión ni suscripción del documento objeto de 
cuestionamiento, no obstante ha manifestado expresamente que el documento 
T.C. 029-2015 fue una traducción realizada a favor del Sr. Fernando Vega, 
señalando además que no tiene registro de traducción realizada a favor del señor 
José Manuel Farfán Ríos, es decir ello significa que la traducción fue expedida en 
condiciones diferentes a lo indicado en el documento presentado por el 
Consorcio, por tanto el mismo constituye un documento adulterado.  

 
24. Ahora bien, respecto al análisis de la supuesta inexactitud del documento 

cuestionado, cabe recalcar que en reiterados pronunciamientos este Tribunal ha 
señalado que para calificar un documento como inexacto se debe acreditar que 
este contiene información que no es concordante o congruente con la realidad, y 
que la misma esté relacionada con el cumplimiento de un requerimiento o factor 
de evaluación que le represente una ventaja o beneficio en el procedimiento de 
selección o en la ejecución contractual. 
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25. Al respecto se cuestiona la inexactitud de la información contenida en la 
Traducción Certificada T.C. 029-2015, el cual resultó ser un documento 
adulterado, conforme al análisis efectuado en los acápites antepuestos; toda vez 
que la supuesta emisora y suscriptora del documento objeto de cuestionamiento 
ha señalado que el mismo fue emitido a favor de una persona distinta a la 
señalada  en el documento presentado por el Consorcio, por tanto, la Traducción 
Certificada 029-2015 [materia de análisis], contiene información que no es 
concordante con la realidad.  

 
26. Ahora bien, de la revisión de las Bases Integradas, en la sección Específica del 

Capítulo III – Requerimiento, numeral 3.2. – Requisitos de Calificación, Literal A – 
Capacidad Técnica y Profesional, se advierte la exigencia de Certificado de 
Networker para acreditar la formación académica del profesional requerido, 
conforme se visualiza a continuación:  

 

 
 

Es decir, la documentación objeto de cuestionamiento fue presentada por el 
Consorcio para acreditar dicho requisito de calificación, lo cual permitió que su 
oferta fuera calificada, obtener la buena pro e inclusive perfeccionar contrato 
con la Entidad, por lo que en este extremo se evidencia que la presentación de la 
Traducción Certificada T.C. 029-2015 [documento cuestionado] representaron un 
beneficio al Consorcio. 
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27. Por lo expuesto, de acuerdo con la valoración conjunta de los medios 
probatorios obrantes en el expediente, se ha verificado que la Traducción 
Certificada T.C. 029-2015 constituye un documento adulterado y contiene 
información inexacta, configurándose la infracción tipificada en los literales i) y j) 
del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 
 
Respecto de la supuesta inexactitud del Anexo N° 2 – Declaración Jurada del 
Proveedor. 
 

28. Respecto a la presentación de documentación con información inexacta, se 
cuestiona la información contenida en la siguiente documentación: 
 

 Anexo N° 2 – Declaración Jurada (Art. 52 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado)19 del 2 de octubre del 2019, suscrito por el 
señor Enrique Manuel Tapia Paredes, representante común del 
Consorcio, a través del cual declaró bajo juramento lo siguiente: “Ser 
responsable de la veracidad de los documentos e información que 
presento en el presente procedimiento de selección”.  

 
Para mejor ilustración, se reproduce a continuación el referido documento: 
 

                                                 
19 

 Obrante a folio 81 del expediente administrativo en formato PDF. 



 

 

  

 

        Tribunal de Contrataciones del Estado 
         Resolución Nº 03149-2024-TCE-S5 

 

Página 22 de 33 

 
 
29. Al respecto, cabe precisar que mediante la referida declaración jurada, el señor 

Enrique Manuel Tapia Paredes en calidad de represente común del Consorcio, 
asume la responsabilidad de la veracidad y exactitud de los documentos e 
información presentada.  

 
30. Sobre el particular, el documento reseñado en el párrafo precedente, es objeto 

de cuestionamiento por cuanto presuntamente contendría información inexacta, 
en razón de que, a través del mismo el represente común del Consorcio “declara 
ser responsable de la veracidad de los documentos e información que presentan 
en el presente procedimiento de selección”. 
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31. Respecto a ello, debe tenerse en cuenta que el análisis que efectúa este Tribunal 

sobre la presentación de información inexacta se realiza en función al contenido 
de la información proporcionada y su correspondencia con la realidad de los 
hechos en un determinado contexto fáctico, definido por propios términos en 
que ha sido expresada dicha información. 

 
32. En ese sentido, como puede apreciarse, el Anexo cuestionado, no contiene 

información inexacta, en tanto que no hace referencia ni incluye algún dato 
vinculado al documento determinado como falso e inexacto [Traducción 
Certificada T.C. 029-2015], siendo que la expresión consignada en el anexo 
cuestionado (referida a la responsabilidad de la veracidad de los documentos 
presentados) constituye una de carácter genérico, la cual tiene como objeto que 
al suscribir dicho Anexo- el cual tiene carácter de declaración jurada-, los 
postores tengan presente que son responsables de la veracidad de los 
documentos e información presentada en el procedimiento de selección, lo cual, 
en efecto es así.  

 
Es decir, si llegara a determinar que alguno de los documentos presentados ante 
la Entidad ha quebrantado el principio de presunción de veracidad, quienes 
asumen la responsabilidad administrativa por tal hecho son los postores que 
presentaron el documento falso, adulterado o inexacto, independientemente de 
quien lo haya elaborado; por lo tanto, respecto a este extremo no se cuenta con 
elementos de convicción para sostener lo que la información contenida en el 
documento bajo análisis es inexacta. 

 
33. En relación a ello, sobre este extremo este Colegiado no advierte inexactitud en 

el Anexo N° 02 – Declaración Jurada (Art. 31 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado) del 2 de octubre de 2019, suscrito por el 
representante común del Consorcio. Por tanto, respecto a este extremo, no se 
ha configurado la infracción tipificada en el literal i) del numeral 50.1 del artículo 
50 de la Ley.  
 
Individualización de responsabilidades 
 

34. En principio, cabe recordar que, como regla, la normativa de contratación 
pública ha establecido que la responsabilidad de un consorcio durante su 
participación de un procedimiento de selección, es solidaria; así, conforme a lo 
previsto en el artículo 258 del Reglamento, las infracciones cometidas por un 
consorcio durante el procedimiento de selección y la ejecución del contrato, se 
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imputan a todos los integrantes del mismo, aplicándose a cada uno de ellos la 
sanción que le corresponda, salvo que, por la naturaleza de la infracción, la 
promesa formal o contrato de consorcio, contrato suscrito con la Entidad, pueda 
individualizarse la responsabilidad; en tal caso, el referido artículo establece que 
la carga de la prueba de la individualización corresponde al presunto infractor. 
 

35. Sobre el particular, el numeral 13.3 del artículo 13 de la Ley, en relación a la 
responsabilidad del consorcio establece que “las infracciones cometidas por un 
consorcio durante el procedimiento de selección y la ejecución del contrato, se 
imputan a todos sus integrantes de manera solidaria, salvo que por la naturaleza 
de la infracción, la promesa formal, contrato de consorcio o el contrato suscrito 
con la Entidad, pueda individualizarse la responsabilidad, conforme los criterios 
que establece el reglamento. En este caso, se aplica la sanción únicamente al 
consorciado que cometió la infracción.” 

 
36. En ese sentido, a efectos de determinar la sanción a imponerse en virtud de los 

hechos reseñados, en el presente caso corresponde esclarecer, de forma previa, 
si es posible imputar a uno de los integrantes del Consorcio la responsabilidad 
por los hechos expuestos, pues la imposibilidad de individualizar dicha 
responsabilidad determinaría que todos los miembros del consorcio asuman las 
consecuencias derivadas de las infracciones cometidas. 
 

37. Al respecto, de la revisión del expediente administrativo se advierte que, a folio 
87, obra el Anexo N° 5 – Promesa de Consorcio del 2 de octubre del 2019, 
suscrito por los integrantes del Consorcio, en el cual los consorciados convinieron 
lo siguiente: 
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38. Atendiendo a la literalidad del contenido de la Promesa de Consorcio materia de 
análisis, no se aprecia que en ésta se haya consignado algún pacto específico y 
expreso que permita individualizar la responsabilidad por las infracciones 
incurridas, referida al aporte y presentación de los documentos cuya falsedad ha 
quedado acreditada. 
 

39. Cabe señalar que, para la individualización de responsabilidad entre los 
integrantes del Consorcio, es necesario que la obligación o responsabilidad sea 
literal e indubitable; es decir, se deberá hacer mención expresa a que la 
obligación vinculada con la configuración de los supuestos infractores 
corresponde exclusivamente a uno o algunos de los integrantes del respectivo 
consorcio. Si la promesa no es expresa al respecto, asignando literalmente a 
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algún consorciado la responsabilidad de aportar los documentos detectados 
como falsos e inexactos a algún consorciado o una obligación específica en 
atención a la cual pueda identificarse indubitablemente que es el aportante de 
los documentos falsos e inexactos, no resultará viable que el Tribunal, por vía de 
interpretación o inferencia, asigne responsabilidad exclusiva por las infracciones 
respectivas a uno de los integrantes. 

 
Así, es de precisar que la autoridad administrativa no puede suplir la falta de 
precisión de parte de los propios integrantes del consorcio, ni mucho menos 
presumir que una obligación, que no ha sido expresamente atribuida en 
exclusividad a alguno o algunos de sus integrantes, sólo sea responsabilidad de 
alguno de ellos. 
 
Por ello, atendiendo a la literalidad de las obligaciones descritas en la promesa 
de consorcio, no se cuentan con suficientes elementos que conduzcan a 
determinar indubitablemente a la parte que aportó la documentación acreditada 
como falsa. 

 
40. Por su parte, en relación al contrato de consorcio,  si bien no obra en el 

expediente administrativo el Contrato de Consorcio suscrito entre los 
consorciados, cabe recordar que éste deriva de la oferta presentada por el 
Consorcio en el procedimiento de selección; en ese sentido, las obligaciones y 
responsabilidades de sus integrantes se encuentran determinadas dentro de los 
alcances de la promesa formal de consorcio, por lo que este no podría contener 
disposiciones diferentes a las consignadas en la promesa de consorcio antes 
analizada, la cual, como se fundamentó previamente, no individualizó las 
responsabilidades de los consorciados respecto a la infracción acreditada. 
 

41. Finalmente, en cuanto a la posibilidad de invidualizar la responsabilidad 
administrativa a partir de la información contenida en el Contrato suscrito con la 
Entidad, se tiene que la relación contractual entre el Consorcio y la Entidad fue 
perfeccionado a través del Contrato N° 067-2019/OSIPTEL20 suscrito el 29 de 
ocubre de 2019, en el cual no se advierten obligaciones contraidas que permitan 
individualizar la responsabilidad de los consorciados con este criterio. 

 
Para mayor abundamiento se reproduce a continuación el referido contrato: 
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 https://prod2.seace.gob.pe/seacebus-uiwd-pub/fichaSeleccion/fichaContratosGeneral.xhtml  

https://prod2.seace.gob.pe/seacebus-uiwd-pub/fichaSeleccion/fichaContratosGeneral.xhtml
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42. En ese sentido, no existiendo la posibilidad de individualizar la responsabilidad 

de los consorciados, este Colegiado concluye que corresponde imporner a todos 
los intentragantes del Consorcio sanción administrativa, previa graduación de la 
misma. 

 
Concurso de infracciones 

 
43. Sobre este aspecto, a fin de graduar la sanción a imponer al infractor, se debe 

precisar que, por disposición del artículo 266 del Reglamento, en caso de incurrir 
en más de una infracción en un procedimiento de selección, como es en el 
presente caso, o en la ejecución de un mismo contrato, corresponde aplicar al 
infractor la sanción que resulte mayor. 
 

44. En tal sentido, considerando que en el caso que nos avoca existe concurso de 
infracciones [pues se ha configurado la infracción de presentación de 
información inexacta, con inhabilitación temporal no menor de tres (3) meses ni 
mayor de treinta y seis (36) meses, y de presentar documentación adulterada, 
sancionada con inhabilitación temporal no menor de treinta y seis (36) meses ni 
mayor de sesenta (60) meses], en cumplimiento del referido artículo; 
corresponde aplicar al infractor la sanción que resulte mayor, es decir, no menor 
de treinta y seis (36) meses ni mayor de sesenta (60) meses, sanción que será 
determinada según los criterios de graduación establecidos en el artículo 264 del 
Reglamento. 
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Graduación de la sanción  
 
45. En torno a ello, resulta importante traer a colación el principio de razonabilidad 

consagrado en el numeral 1.4 del artículo IV del Título Preliminar y el numeral 3 
del artículo 248 del TUO de la LPAG, según el cual las decisiones de la autoridad 
administrativa que impongan sanciones o establezcan restricciones a los 
administrados deben adaptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y 
manteniendo debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos 
que deba tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la 
satisfacción de su cometido, criterio que también será tomado en cuenta al 
momento de fijar la sanción a ser impuesta. 
 

46. En tal sentido, y a efectos de graduar la sanción a imponerse a los integrantes del 
Consorcio, se deben considerar los siguientes criterios: 

 
a) Naturaleza de la infracción: las infracciones consistentes en presentar 

documentación adulterada e información inexacta revisten gravedad, pues 
suponen la trasgresión del principio de presunción de veracidad, en vista de 
que, si bien a través de dicho principio la administración pública se 
encuentra en el deber de presumir como veraces los documentos 
presentados por el administrado, esta situación ha quedado desvirtuada 
desde el momento en que se ha verificado la presentación de 
documentación adulterada e inexacta en el marco de la contratación 
derivada del procedimiento de selección. 

 
b) Ausencia de intencionalidad del infractor: de conformidad con la valoración 

realizada por este Colegiado a los medios de prueba obrantes en el 
expediente administrativo, se verifica que el Consorcio actuó, cuando 
menos, de forma negligente, al no haber previsto los mecanismos necesarios 
para verificar la información proporcionada en el marco del procedimiento 
de selección. 
 

c) La inexistencia o grado mínimo de daño causado a la Entidad: sobre este 
aspecto, se debe tener en consideración que la presentación de 
documentación adulterada e información inexacta conlleva a un menoscabo 
o detrimento en los fines de la Entidad, en perjuicio del interés público y del 
bien común, pues se ha afectado la transparencia exigible a toda actuación 
realizable en el ámbito de la contratación pública, bajo el cual se presume 
que las actuaciones de los involucrados de encuentran premunidas de 
veracidad.  
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En el caso en concreto, ocasionó una errónea percepción en la Entidad, 
respecto de considerar que se había acreditado requisitos de admisibilidad y 
requisitos de calificación de la oferta presentada por los integrantes del 
Consorcio establecidos en las Bases Integradas del procedimiento de 
selección, en torno al documento para la calificación de la misma, lo cual, le 
permitió obtener la buena pro y suscribir contrato. 
 

d) El reconocimiento de la infracción cometida antes de que sea detectada: 
debe tenerse en cuenta que, conforme a la documentación obrante en el 
expediente, no se advierte que los integrantes del Consorcio hayan 
reconocido la comisión de la infracción antes de que fuera detectada. 

 
e) Antecedentes de sanción o sanciones impuestas por el Tribunal: de 

acuerdo a la revisión de la base de datos del Registro Nacional de 
Proveedores (RNP), los integrantes del Consorcio no cuentan con 
antecedentes de sanción administrativa impuesta por el Tribunal. 

 
f) Conducta procesal: los integrantes del Consorcio no se apersonaron al 

procedimiento administrativo sancionador ni presentaron sus descargos 
solicitados en el decreto de inicio. 
 

g) La adopción e implementación del modelo de prevención a que se refiere 
el numeral 50.10 del artículo 50 de la Ley: de la revisión de la 
documentación que obra en el expediente, no hay información que acredite 
que el Consorcio haya adoptado o implementado algún modelo de 
prevención conforme lo establece el numeral 50.10 del artículo 50 de la Ley. 

 
h) Que el administrado tenga la condición de Micro y Pequeña Empresa 

(MYPE), y que se haya visto afectado de las actividades productivas o de 
abastecimiento en tiempos de crisis sanitaria: los integrantes del Consorcio 
se encuentran acreditados como Microempresa en el Registro Nacional de 
Micro y Pequeña Empresa – REMYPE; no obstante, no obra en el expediente 
administrativo alguna información que permita analizar la existencia de una 
posible afectación a sus actividades productivas o de abastecimiento en los 
tiempos de crisis sanitaria. 

  
47. Adicionalmente, es pertinente indicar que la adulteración de documentos y la 

falsa declaración en procedimiento administrativo constituyen ilícitos penales, 
previstos y sancionados en los artículos 427 y 411 del Código Penal, 
respectivamente, los cuales tutelan como bienes jurídicos la fe pública y la 
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funcionalidad del documento en el tráfico jurídico y trata de evitar perjuicios que 
afecten la confiabilidad especialmente en los actos vinculados a las 
contrataciones públicas. 
 
En tal sentido, dado que el numeral 229.5 del artículo 229 del Reglamento 
vigente dispone que deben ponerse en conocimiento del Ministerio Público las 
conductas que pudieran adecuarse a un ilícito penal, este Colegiado dispone que 
se remita al Ministerio Público – Distrito Fiscal de Lima, copias del anverso y 
reverso de los folios 2 al 4, 81, 139 al 140, y 157 al 183, del expediente 
administrativo sancionador, así como copia de la presente Resolución; debiendo 
precisarse que el contenido de dichos folios constituyen las piezas procesales 
sobre las cuales debe actuarse la citada acción penal. 
 

48. Por último, cabe mencionar que la comisión de las infracciones tipificadas en los 
literales i) y j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, cuya responsabilidad ha 
quedado acreditada, tuvo lugar el 4 de octubre de 2019, fecha en la cual el 
Consorcio presentó su oferta ante la Entidad. 
 

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la Vocal ponente 
Olga Evelyn Chávez Sueldo y la intervención del Vocal Christian Cesar Chocano 
Davis y el Vocal Roy Nick Álvarez Chuquillanqui, atendiendo a la reconformación 
de la Quinta Sala del Tribunal de Contrataciones del Estado, según lo dispuesto 
en la Resolución N° D000103-2024-OSCE-PRE, del 1 de julio de 2024, publicada el 
2 del mismo mes y año en el Diario Oficial “El Peruano”, en ejercicio de las 
facultades conferidas en el artículo 59 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 
30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 
082-2019-EF, así como los artículos 20 y 21 del Reglamento de Organización y 
Funciones del OSCE, aprobado por el Decreto Supremo N°076-2016-EF del 7 de 
abril de 2016; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate 
correspondiente, por unanimidad; 

 
LA SALA RESUELVE: 

 
1. SANCIONAR a la empresa IBERCONTROL PERÚ S.A.C. (con R.U.C. N° 

20544769228), por el periodo de treinta y seis (36) meses de inhabilitación 
temporal en su derecho de participar en procedimientos de selección, 
procedimientos para implementar o extender la vigencia de los Catálogos 
Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado, por su 
responsabilidad al haber presentado documentación adulterada e información 
inexacta ante la Entidad, en el marco de la Adjudicación Simplificada Nº AS-SM-
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10-2019-OSIPTEL-2, efectuada por el ORGANISMO SUPERVISOR DE INVERSIÓN 
PRIVADA EN TELECOMUNICACIONES – OSIPTEL, para la “Contratación del servicio 
de soporte y mantenimiento de la solución de respaldo de información”; sanción 
que entrará en vigencia a partir del sexto día hábil siguiente de notificada la 
presente resolución. 

 
2. SANCIONAR a la empresa KSTORAGE S.R.L. (con R.U.C. N° 20519236771), por el 

periodo de treinta y seis (36) meses de inhabilitación temporal en su derecho de 
participar en procedimientos de selección, procedimientos para implementar o 
extender la vigencia de los Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de 
contratar con el Estado, por su responsabilidad al haber presentado 
documentación adulterada e información inexacta ante la Entidad, en el marco 
de la Adjudicación Simplificada Nº AS-SM-10-2019-OSIPTEL-2, efectuada por el 
ORGANISMO SUPERVISOR DE INVERSIÓN PRIVADA EN TELECOMUNICACIONES – 
OSIPTEL, para la “Contratación del servicio de soporte y mantenimiento de la 
solución de respaldo de información”; sanción que entrará en vigencia a partir del 
sexto día hábil siguiente de notificada la presente resolución. 

 
3. Disponer que, una vez que la presente resolución haya quedado 

administrativamente firme, la Secretaría del Tribunal registre la sanción en el 
módulo informático correspondiente del Sistema Informático del Tribunal-SITCE. 

 
4. Remitir copias del anverso y reverso de los folios del 2 al 4, 81, 139 al 140, y 157 

al 183 del expediente administrativo sancionador, así como copia de la presente 
resolución, al Ministerio Público – Distrito Fiscal de Lima, de acuerdo con lo 
señalado en el fundamento 39 de la presente resolución. 

 
Regístrese, comuníquese y publíquese, 

 
 
 

 CHRISTIAN CÉSAR CHOCANO DAVIS 
PRESIDENTE 

DOCUMENTO FIRMADO  
DIGITALMENTE 

 

 

OLGA EVELYN CHÁVEZ SUELDO 
VOCAL 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

 ROY NICK ALVAREZ CHUQUILLANQUI 
VOCAL 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 
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ss. 
Chocano Davis. 
Chávez Sueldo. 
Álvarez Chuquillanqui. 

 


		2024-09-13T12:40:30-0500
	CHAVEZ SUELDO Olga Evelyn FAU 20419026809 soft
	Soy el autor del documento


		2024-09-13T12:43:08-0500
	CHOCANO DAVIS Christian César FAU 20419026809 soft
	Soy el autor del documento


		2024-09-13T17:22:21-0500
	ALVAREZ CHUQUILLANQUI Roy Nick FAU 20419026809 soft
	Soy el autor del documento




